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PRÓLOGO


La vida de los campesinos en todas las regiones rurales de los países en desarrollo es una lucha diaria, la mayoría de ellos se encuentran por debajo de las líneas de pobreza del respectivo país y conseguir el agua tanto para el abastecimiento de la familia como para desarrollar las actividades que les permiten subsistir es un verdadero desafío. El agua es manejada sectorialmente, por instituciones que raramente se comunican entre sí y los tomadores de decisiones son por lo general profesionales urbanos que no entienden las necesidades integrales de las familias campesinas.


En Colombia, donde se ha vivido un conflicto armado por 50 años, originado por la enorme desigualdad entre zonas urbanas y rurales y entre los ricos y los pobres, se ha llevado a cabo por más de cuatro años un proceso de paz en el que los actores armados pusieron como primer punto a tratar el desarrollo de las zonas rurales. Así, el abastecimiento de agua para consumo humano, actividades domésticas y actividades productivas se priorizó entre las partes. El desarrollo de las políticas, lineamiento y normas para hacer el acceso posible apenas comienza. El acuerdo contempló la construcción de acueductos rurales y sistemas de riego y el fortalecimiento de la agricultura familiar. Sin embargo, las actividades productivas de subsistencia de las personas más pobres no van a llevar a la construcción de sistemas de riego para ellos, los sistemas de riego se construyen para predios cuyas actividades productivas implican grandes cantidades de agua y los propietarios tienen la capacidad económica para administrarlos, operarlos y mantenerlos. Colombia construyó para este tipo de propietarios pequeños sistemas de riesgo. Las investigaciones desarrolladas por el Instituto Cinara de la Universidad del Valle en el marco de proyectos nacionales e internacionales mostraron que las actividades de subsistencia son abastecidas por los acueductos rurales y que los campesinos incluyen algunas fuentes alternativas como el agua lluvia y los nacimientos de agua, incluso se encontraron casos en los que los campesinos incorporaban agua residual tratada o no para el desarrollo de esas actividades.


La normatividad sobre el agua en Colombia es de carácter sectorial y para los acueductos se ordena que solo sea para consumo humano y doméstico. Se ha penalizado y prohibido el uso del agua que hacen los campesinos para sus actividades de subsistencia, especialmente si estas actividades las llevan a cabo mujeres, a pesar de la Constitución Política de Colombia especifica en su artículo 65 que –a producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado– Sin embargo, el proceso de paz ha llevado a pensar en la posibilidad de que los campesinos más pobres sigan usando el acueducto para estas actividades pues las soluciones tradicionales disciplinares no son técnica ni económicamente viables.


El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio expidió y puso en vigencia a finales de noviembre de 2018 la Resolución 0844 –por la cual se establecen los requisitos técnicos para los proyectos de agua y saneamiento básico que se adelanten bajo los esquemas diferenciales definidos en el capítulo 1 del título 7, de la parte 3 del libro 2 del Decreto 1077 de 2015–. En este Decreto se comenzó tímidamente a proponer esquemas tecnológicos alternativos para las zonas rurales. La Resolución 0844 recoge muchas de las recomendaciones de política que se han formulado en las investigaciones sobre el acceso al agua para las familias más pobres y, sobre todo, acoge el concepto de usos múltiples del agua –que se promueve a nivel mundial– y la tecnología multipropósito, que permite la combinación de fuentes para los diversos usos según su calidad y cantidad requeridas y disponibles mediante diversas opciones tecnológicas.


En este libro se presentan los resultados de la investigación doctoral, con beca financiada por Colciencias, que propone opciones para solucionar el problema de acceso al agua para actividades de subsistencia de las familias campesinas más pobres. Esta investigación complementó proyectos realizados con el IWMI (International Water Management Institute), IRC (International Water and Sanitation Centre) y la Universidad de Stanford y el proyecto Estrategias para la recuperación y manejo integrado del recurso hídrico en las cuencas de los ríos Cauca y Dagua en el Departamento del Valle del Cauca (Colombia), financiado por la Gobernación del Valle a través del Fondo de Ciencia, Tecnología e innovación del Sistema General de Regalías. Los resultados de las primeras investigaciones se presentaron en los libros producidos por las autoras e Isabel Cristina Domínguez Rivera de la Universidad Industrial de Santander y Sandra Bastidas (q.e.p.d.) referenciados a pie de página1. Inicialmente se presenta el problema a resolver y el contexto general de la investigación. A continuación, se muestran los capítulos que dieron respuesta a cada uno de los objetivos de la investigación y finalmente se presentan las conclusiones. Las autoras agradecen la amable colaboración de todas las familias campesinas que han participado a lo largo de los años en las investigaciones, al Instituto Cinara por su gran apoyo, a Stef Smit del IRC, a la Dra. Barbara Van Koppen del IWMI y al Grupo mundial MUS por permitirnos participar en las investigaciones internacionales sobre el tema de usos múltiples del agua. Por favor, el uso y aplicación, las sugerencias y recomendaciones solicitamos sean enviadas a las autoras, a los correos que aparecen al final de esta página.


Silvia Milena Corrales Marín
silvia.milena@correounivalle.edu.co


Inés Restrepo Tarquino
ines.restrepo@correounivalle.edu.co
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INTRODUCCIÓN


La superficie del planeta está constituida mayormente por agua (70,8 %), sin embargo, solo el 0,5 % de esa agua está disponible para el consumo (Carabias y Landa, 2005; PNUMA, 2004). Se estima que las extracciones de agua para la agricultura representan el 70 % del total, mientras que la industria, las ciudades y la agricultura son los principales sectores que compiten por el suministro de agua (FAO, 2017). En Colombia, el último Estudio Nacional del Agua (Ministerio del Medio Ambiente e IDEAM, 2018) estima que la demanda total es de 37 mil millones de metros cúbicos al año, distribuidos de la siguiente manera: el sector agrícola alcanza 43 %, el sector doméstico 8 %, el sector pecuario y piscícola 23 %; la industria requiere 6 %, la generación de energía 8 %, los hidrocarburos 1,6 %, los servicios 1,3 %, mientras el sector minero demanda 1,8 % en el año.


El consumo de agua del sector agrícola colombiano se concentra en las grandes actividades agrícolas, representadas en monocultivos como la caña de azúcar y la palma africana (Pérez y Álvarez, 2009), pero también incluye el uso del agua para actividades agropecuarias de subsistencia. En Colombia existen alrededor de 14 millones de hectáreas de tierra para la producción agrícola y 19 millones para la cría de ganado (30 % de la superficie del país); sin embargo, la Agencia de Desarrollo Rural tiene 80 distritos de riego en 19 departamentos, que benefician a 32.121 familias (163.000 ha). Además, se encuentran en rehabilitación 34 distritos de riego, 19 de ellos de pequeña escala (Agencia de Desarrollo Rural, 2018; Agencia de Desarrollo Rural, s. f.).


Desde tiempos remotos, los usos tradicionales del agua en las zonas rurales de Colombia son las actividades domésticas, pero también actividades productivas de las cuales depende la subsistencia de las familias campesinas. El agua es utilizada para la cría de animales y el riego de cultivos en pequeña magnitud, que garantizan la seguridad alimentaria, no solo de las familias que las realizan sino del resto de la población del país. No obstante, estos usos del agua de sistemas de abastecimiento como los acueductos son prohibidos por la legislación colombiana (Resolución 0330 de 2017; Ley 142 de 1994; Decreto 1898 de 2016), ya que se especifica que los acueductos son solo para consumo humano y doméstico, por lo que a través del desarrollo de lineamientos de política de uso de agua para las actividades productivas de subsistencia en la zona rural andina se busca generar argumentos para permitir el uso del agua para actividades productivas a partir de abastecimientos considerados hoy en día como exclusivos para usos humanos.


En este sentido, este libro muestra la importancia de incluir en la política pública los diferentes usos del agua de los campesinos en las zonas rurales, vital para garantizar la seguridad y la soberanía alimentaria del país. Esto se hace, comenzando con un marco general de la investigación (capítulo 2) que describe la problemática situación de las familias campesinas al realizar sus actividades productivas de subsistencia y los antecedentes de dichas circunstancias. Así mismo, se presenta el marco conceptual general que encuadra la investigación realizada, los objetivos, la metodología general (que incluye la descripción del sitio de estudio), una descripción de los principales alcances y limitaciones de la misma, así como sus respectivas referencias. Así mismo, el libro consta de tres capítulos autocontenidos con los resultados de cada uno de los objetivos planteados y un capítulo final con las conclusiones generales de la investigación.


El capítulo 3 presenta una caracterización de las prácticas de uso de agua de las familias campesinas para sus actividades productivas de subsistencia. Esta caracterización incluye su respectiva introducción, una revisión de literatura, la metodología con la que se realizó y los resultados en torno al tamaño de las familias, las áreas utilizadas para siembra de cultivos, la cantidad de animales que poseen, el consumo de agua, los ingresos que perciben y las fuentes de las cuales toman el líquido. Además, se presenta una discusión, conclusiones relativas al objetivo y las referencias utilizadas.


El capítulo 4 se concentra en los lineamientos de política pública para los usos del agua en la zona andina colombiana y, de la misma manera, incluye su respectiva introducción, revisión bibliográfica, metodología, resultados enfocados en los lineamientos generales de la propuesta de política, sus principios, objetivos de los lineamientos y líneas estratégicas. También se presenta una discusión de resultados, conclusiones y referencias


El capítulo 5 propone una metodología de evaluación y monitoreo de los lineamientos de política de usos del agua. Igualmente, este capítulo contiene su respectiva introducción, revisión de literatura, metodología y resultados, que muestran una metodología para evaluar los lineamientos utilizando lógica difusa. También se presenta una discusión de resultados, las respectivas conclusiones y las referencias correspondientes
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CAPÍTULO 1


USOS MÚLTIPLES DEL AGUA: LA REALIDAD DE LAS ZONAS RURALES COLOMBIANAS


En Colombia los usos permitidos del agua se distribuyen de la siguiente manera: abastecimiento doméstico, riego y silvicultura, abastecimiento de abrevaderos, uso industrial, generación térmica, explotación minera, explotación petrolera, inyección para generación geotérmica, generación hidroeléctrica, generación cinética, flotación de maderas, transporte de minerales y sustancias tóxicas, acuicultura y pesca, recreación y deportes, usos medicinales, y otros usos similares (Decreto 1076 de 2015; Art. 2.2.3.2.7.1). Esta diferenciación de usos del agua es bien aplicada en las zonas urbanas, donde el agua es usada en las viviendas para actividades domésticas, que incluyen el uso de máquinas lavadoras, el riego de jardines y hasta el lavado de vehículos, y donde los usos se diferencian notoriamente de las actividades industriales y comerciales (Restrepo, 2010). El sistema tarifario en los acueductos generalmente tiene precios establecidos por estratos para las familias, y tarifas para usuarios industriales, comerciales, oficiales y especiales (Resolución 151 de 2001, Sección 1.2.1). No obstante, las condiciones de las zonas rurales son bien diferentes a las que se presentan en zonas urbanas, ya que sus habitantes, distribuidos en familias compuestas por 3,32 personas por hogar según el Censo Nacional Agropecuario (CNA) de 2014 (DANE, 2016), incluyen la siembra de cultivos en áreas pequeñas y la cría de algunos animales que, por ejemplo, no sobrepasan en cantidad más de 20 pollos, 5 cerdos y 2 vacas, entre las actividades domésticas tradicionales en la zona andina del departamento del Valle del Cauca (Restrepo, 2010). La magnitud de las actividades de subsistencia varía de acuerdo con la economía y las condiciones culturales y ambientales de cada comunidad. Es de anotar que existe la condición de –residencial– para los pequeños establecimientos comerciales o industriales conexos a la vivienda (Resolución 151 de 2001, art. 2.4.1.2)2.


Las actividades tradicionales de las zonas rurales, aunque podrían considerarse como productivas, son de supervivencia y garantizan la subsistencia de las familias, ya que permiten su seguridad alimentaria gracias al autoconsumo, y son realizadas principalmente por las mujeres (Restrepo, 2010; Van Koppen et al., 2009). En las zonas rurales de Colombia, el 69 % de las familias tiene actividades agrícolas, el 90 % actividad pecuaria, el 3 % piscícola y la mayoría tiene simultáneamente 2 o 3 tipos de actividades en su vivienda (DANE, 2005a), que les permiten sobrevivir, disminuyen la desnutrición de madres e hijos, ayudan a disminuir los índices de desplazamiento del campo hacia las ciudades y, en consecuencia, evitan el incremento del desempleo. Estos aspectos son muy importantes, teniendo en cuenta que el DANE (2019) señaló que en Colombia, en el año 2018, el 27 % de la población era pobre (pobreza monetaria). Las actividades productivas de subsistencia contribuyen a disminuir estos índices y a mejorar la nutrición de la población en general, más aún cuando el 90 % de los alimentos mundiales es producido por las familias campesinas (FAO, 2014).


En el CNA, las viviendas que se han tenido en cuenta para esta investigación se denominan Unidades de Producción Agropecuaria (UPA). En Colombia hay 111,5 millones de hectáreas rurales, de las cuales el 38,6 % se destina al uso agropecuario y se estima que las UPA ocupan el 97,8 % del área rural dispersa, de la cual el 70,4 % corresponde a unidades de menos de 5 hectáreas, aunque ocupan solo el 2 % del área rural dispersa en el país3 (DANE, 2016). La distribución de las tarifas del agua en Colombia cataloga como comerciales4 y/o industriales5 las actividades que se realizan en las zonas rurales usando el agua de los acueductos para actividades agrícolas y pecuarias, lo que tiene implicaciones de tipo financiero6 (por ejemplo, un sobreprecio del 20 %) (MAVDT y USAID Colombia, 2005). Los terratenientes que usan la tierra para cultivar grandes extensiones, y/o para criar gran cantidad de animales y usan el acueducto para estas actividades, por generar valor agregado a través de una industria o por actividades comerciales, están en la obligación de pagar por el acceso al agua para las mismas y pagar los impuestos que indica la ley (Uribe, 2005). Sin embargo, de acuerdo con líderes de organizaciones que prestan servicios de agua, para las familias campesinas incurrir en un sobreprecio del 20 % en la tarifa del agua implica agotar los recursos de los que depende su subsistencia.


Entre las décadas de los años cincuenta y ochenta del siglo pasado, el abastecimiento de agua en la región tenía en consideración los diversos usos del agua en las familias. En Colombia esto no fue la excepción mientras las actividades estatales se hicieron de manera centralizada. En ese entonces, el desaparecido Instituto de Fomento Municipal (INSFOPAL), con recursos de la nación generaba inversiones en los municipios, y con el Instituto Nacional de Salud, el Comité de Cafeteros y Ecopetrol se planificaban, con recursos del Estado y participación de las comunidades, sistemas de abastecimiento de agua que consideraban las actividades humanas y domésticas, pero también dotaban de agua a las zonas de minifundio campesino. Es así, como se construían sistemas de abastecimiento que podían ser utilizados para múltiples usos (Restrepo y Pérez, 1996), ya que cuando las comunidades participan de la planificación de sistemas de agua siempre incluyen sus múltiples necesidades de agua (IWMI et al., 2006). No obstante, a partir del surgimiento de los programas de descentralización en 1986 y con la Constitución Política de 1991, el poder del Estado se descentralizó y los municipios comenzaron a asumir la tarea de suministrar los servicios públicos a los ciudadanos. Los municipios, en su interés por mejorar la calidad de los servicios, delegaron la función en las secretarías de salud locales y en entidades privadas (Restrepo y Pérez, 1996), cuyo interés se centra en el uso del agua para actividades humanas y domésticas desde el punto de vista de la protección de la salud y no incluyen las actividades de subsistencia de las familias rurales.


En la región de los Andes, en Suramérica, se identifican dos sectores de riego: uno formal, orientado a productores agroindustriales que tienen apoyo gubernamental y uno informal, manejado por los productores campesinos, que suelen ser familias agricultoras (Gutiérrez-Malaxechebarría, 2014). Actualmente, En Colombia las políticas nacionales económicas, agrarias y del recurso hídrico están favoreciendo el mercado en cabeza de los grandes industriales (incluyendo las industrias que se concentran en actividades agropecuarias), condonando algunos requerimientos impositivos cuando las industrias contribuyen a mejorar la calidad de vida de la sociedad en general (López y Núñez, 2007; Uribe, 2005). Es decisión política, de interés económico y sin consideraciones ambientales apoyar a los grandes agricultores e industriales de actividades agropecuarias para –avanzar en el desarrollo– del país, dejando de lado las necesidades de los pequeños agricultores campesinos que han sido la tradición de la nación (Sánchez Mejía y Santos Delgado, 2014), tanto que la legislación que entrega terrenos baldíos para Unidades Agrícolas Familiares (UAF) está pretendiendo cambiar para otorgar estos espacios a grandes consorcios agroindustriales para la siembra de monocultivos. Adicionalmente, el costo para el acceso al agua de los grandes agricultores y criadores de animales es mínimo; en el Valle del Cauca, por ejemplo, el metro cúbico de agua para estas actividades se encuentra entre $0,89 y $9,2, según el nivel de escasez de la cuenca abastecedora (CVC, 2017), a pesar de que son industrias que tienen capacidad para construir su propia infraestructura para abastecerse de agua.


Por otra parte, el uso del agua en las actividades productivas de subsistencia que realizan las familias en la zona rural está prohibido por los estatutos de las organizaciones que prestan el servicio de abastecimiento agua para uso doméstico (acueductos) y es penalizado (Acuanariño, 2012), aunque la Constitución Política colombiana señala en su artículo 65 que la producción de alimentos gozará de la total protección del Estado). De acuerdo con líderes de organizaciones comunitarias prestadoras de servicios públicos, existen varias razones para esta prohibición; las dos principales son: 1) cuando hay escasez de agua en la fuente abastecedora las organizaciones administradoras de sistemas de abastecimiento, con base en la ley, priorizan las actividades domésticas y limitan los demás usos; 2) cuando un sistema de abastecimiento entrega agua potable a sus usuarios promueve su uso para las actividades domésticas, lo que incluye la limpieza de pisos y el arrastre de excretas con agua potable; los demás usos van en contravía del principio de eficiencia que contempla la metodología tarifaria; sin embargo, también es permitido suministrar agua potable para actividades industriales y comerciales (Resolución 151 de 2001). Por otra parte, la normatividad del sector de agua y saneamiento contempla que la calidad del agua que se suministre sea la del uso más restrictivo, el doméstico (Decreto 1076 de 2015; Art. 2.2.3.3.3.4).


Con estas razones, las organizaciones que manejan sistemas de abastecimiento promueven con sus usuarios el cambio de estatus de vivienda a industria o comercio, para estar en libertad de suministrar agua potable para todas las actividades y demostrar eficiencia en la gestión del servicio. Además, las actividades de subsistencia son perseguidas por el Estado alegando evasión de impuestos, sumando a esto que el acceso al agua suele ser más costoso pues dependen de organizaciones que les presten el servicio (Uribe, 2005). Proporcionalmente, los ingresos que perciben los grandes terratenientes ni siquiera son comparables con los ingresos de estas familias, para quienes sus actividades solo garantizan su seguridad alimentaria. Siendo así, estas actividades de subsistencia no deberían considerarse como actividades industriales ni comerciales sino ser incluidas como parte de las actividades domésticas7 de las familias rurales o actividades conexas a la vivienda, como se hace en las zonas urbanas para facilitar su acceso al agua y atenuar los costos de producción de los alimentos. Es importante anotar que el consumo doméstico incluye actividades que no requieren agua potable, como la limpieza de pisos o el vaciado de inodoros. La ley lo que muestra es que las actividades productivas de subsistencia de las zonas rurales son castigadas, y no están respaldadas por una política nacional orientada a garantizar la seguridad alimentaria y condiciones de vida aceptables en el campo. Esto es contradictorio, ya que en aras de la paz se empiezan a resaltar las actividades de los campesinos como una solución al conflicto y su realización haría posible la reintegración a la sociedad de los miembros de grupos armados ilegales; es notable entonces que el acceso al agua no se contempla en ninguna de las políticas rurales agropecuarias8 (ONU, 2014). El Acuerdo Final para la paz contempla que se construyan distritos de riego, aunque en la realidad, esta infraestructura se priorizará como en la mayoría de casos en Colombia, con base en un cálculo de costo/beneficio9.


En este sentido, es necesario distinguir los usos del agua en las zonas rurales frente a los usos del agua en las zonas urbanas y proponer una política nacional del uso del agua, diferenciando las actividades de los dos tipos de localidades y las magnitudes de ellas que en cada lugar se presentan, así como las tecnologías para facilitar el acceso. Se ajustaría así la normatividad para que los habitantes de ambos tipos de localidades, que tienen costumbres y actividades económicas diferentes, tengan condiciones legales proporcionales para que realmente se encuentren bajo el criterio de equidad y proporcionalidad que promueve la Constitución Política colombiana. Unos lineamientos de política acordes con las condiciones locales deben partir del análisis de los principios y los criterios con los cuales se hace la política colombiana poder lograr resultados proporcionales, efectivos y acordes con el resto de la política y la planificación en Colombia (Pérez, 2008). Pero también deben considerar esquemas teóricos sólidos sobre los cuales sustentar la importancia de los usos del agua rurales.


ANTECEDENTES


En relación con la generación de políticas, desde los años setenta en Colombia se empieza a regular el ambiente, con la Ley 2811 de 1974, que legisla sobre el manejo de los recursos naturales, su jurisdicción y administración, y luego en particular el Decreto 1541 de 1978 explica la forma como se debe distribuir el agua según el uso; a partir de 1993 con la Ley 99, a través de las Corporaciones Autónomas Regionales, encargadas del proceso de otorgamiento de permisos de agua, que desarrollan procedimientos para poner en práctica la legislación. Hoy en día, el Decreto 1076 de 2015 compila en un solo documento la reglamentación ambiental. Estas normas explican cuáles deberían ser los usos priorizados del agua y la forma cómo se debe calcular la cantidad de agua asignada a cada solicitante de acuerdo con la disponibilidad del recurso en la fuente correspondiente, así como la calidad de las fuentes de agua que se pueden utilizar para cada uso. Con la creación del Sistema Nacional Ambiental (SINA) en el país, surgieron pautas en relación con la administración del recurso hídrico, con base en instrumentos de comando y control como la concesión de aguas, la reglamentación de corrientes y el permiso de vertimientos, que se sustentan en la noción del agua como bien de uso público; además, se crean instrumentos de planificación y gestión, como los planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas, y el cobro de las tasas por uso de agua y retributivas por vertimientos, respectivamente (MAVDT, 2010).


Al crearse el SINA nace el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible como organismo rector de la política ambiental en el país, que formula en 1996 los lineamientos de política para el manejo integral del agua (MAVDT, 2010). Este documento sustenta técnicamente la estrategia nacional del agua, y define las bases y los objetivos para manejar la oferta de agua y atender los requerimientos sociales y económicos del desarrollo en términos de cantidad, calidad y distribución. Sin embargo, la legislación del uso del agua y las actividades agrícolas de subsistencia van por caminos distantes. La producción agrícola se inscribe en las reformas agrarias que se han adelantado en Colombia desde los años treinta. En 1936, Alfonso López Pumarejo realizó la primera reforma agraria mediante la Ley 200, que pretendía la distribución de territorios baldíos estableciendo requisitos para la expulsión de arrendatarios, con lo cual buscaba protegerlos. Una consecuencia inesperada de esta política fue apuntalar una mayor concentración y empoderamiento de los terratenientes, al ser los mayores beneficiarios de subsidios y asistencia técnica, y la limitación de las prácticas agrícolas de las familias campesinas. La segunda reforma agraria la realizó Carlos Lleras Restrepo en 1961, con la Ley 135, y también consistió en la asignación de terrenos baldíos, aunque sin mucho éxito debido a que la expropiación de tierras fue muy reducida, por lo que se reversó en 1962 con el denominado –Pacto de Chicoral–. La tercera reforma agraria se realizó en 1994 por impulso de un programa internacional del Banco Mundial con base en la vinculación al mercado, pero el alcance de las medidas adoptadas fue muy limitado o de bajo impacto (Ibáñez, 2011). Actualmente se desarrollan propuestas de arreglos institucionales normativos a través de la propuesta de desarrollo agrario con enfoque territorial de la mesa de conversación de La Habana entre el Gobierno Nacional y las FARC (Barreto, 2013). Como parte de las políticas del sector agrario, la Ley 505 de 1999 (art. 4) define las Unidades Agrícolas Familiares (UAF) como un fundo de explotación agrícola, pecuaria, forestal o acuícola que dependa directa y principalmente de la vinculación de la fuerza de trabajo familiar, sin perjuicio del empleo ocasional de mano de obra contratada. Se supone que su extensión debe ser suficiente para suministrar cada año a la familia que la explote, en condiciones de eficiencia productiva promedio, ingresos equivalentes a 1.080 salarios mínimos legales diarios vigentes. En general, las reformas agrarias en Colombia no han alcanzado para promover a los pequeños campesinos, ni para contribuir con la disminución de la pobreza de los habitantes del campo, ni ha logrado un vínculo fuerte entre los ambitos urbano y rural, sino que han dejado al sector rural propicio a los conflictos (Machado, 1999). Las reformas agrarias solo han conseguido la redistribución de la tierra y han tenido un impacto negativo sobre la calidad de vida de sus beneficiarios (Pulecio, 2006).
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